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Resumen: La nueva Constitución Política del Estado aprobada en Bolivia
en 2009 es la más avanzada en términos de la incorporación de la temá-
tica indígena en toda su estructura y, dentro de ello, una importante inno-
vación es la nueva figura de autonomía de las “naciones y pueblos indíge-
na originario campesinas”. Esta frase, muy reiterada en la Constitución ya
desde el art. 2, es clave para comprender la nueva visión del Estado Pluri-
nacional y debe entenderse como un único concepto. Se analizan las dos
principales vías complementarias para lograr un primer nivel de autono-
mía indígena: a partir de municipios o a partir de “territorios” indígenas;
este último concepto implica en la Constitución la propiedad colectiva
indígena pero cuestionamos tal restricción teórica. Un nivel superior de
autonomía indígena puede surgir de la unión de varias autonomías en
una región mayor. 

Palabras clave: nación indígena originario campesina, estado plurinacio-
nal, territorio indígena, autonomía indígena, constitución política,
Bolivia.

Las flamantes autonomías 
indígenas en Bolivia

Xavier Albó



Introducción

La nueva Constitución Política del Estado –CPE– de Bolivia, elaborada
con tanto sacrificio y forcejeo desde agosto 2006 y vigente desde febrero
2010, es la primera que realmente reconoce a las naciones y pueblos indí-
genas originarias y los toma en cuenta en sus diversas partes. Dentro de
ello, la figura jurídica de autonomía indígena ocupa un lugar muy espe-
cial para aquellos pueblos que siguen en sus territorios en el área rural. 
Recordemos que en el Censo 2001 un 62 por ciento de la población

boliviana se auto-identificó como perteneciente a alguno de los pueblos
indígenas originarios: un 31 por ciento se auto-identificó como quechua,
otro 25 por ciento como aymara –ambos mayormente en las alturas andi-
nas– y otro 6 por ciento, como miembros de 32 pueblos minoritarios, casi
todos en las tierras bajas tropicales. La figura jurídica de autonomía indí-
gena, sin embargo, sólo se aplica a aquellos que siguen vinculados a sus
territorios, mayormente en el área rural, donde actualmente vive sólo algo
menos de la mitad del total mencionado. 
Para enmarcar mejor nuestro tema, primero nos fijaremos en el texto

clave de la CPE para, a partir de él, ver el alcance y objetivo final de las
autonomías indígena originarias.

El texto clave: CPE art. 2

El punto de partida fundamental para ello es el artículo 2 de esta CPE.
Por su carácter fundacional y ordenador de todo lo que sigue, aquí lo
repetimos:

“Artículo 2. Dada la existencia precolonial de las naciones y pueblos indí-
gena originario campesinos y su dominio ancestral sobre sus territorios,
se garantiza su libre determinación en el marco de la unidad del Estado,
que consiste en su derecho a la autonomía, al autogobierno, a su cultura,
al reconocimiento de sus instituciones y a la consolidación de sus entida-
des territoriales, conforme a esta Constitución y la ley”. 
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Naciones y pueblos indígena originario campesinos [NyP IOC]

Este largo concepto, con sólo una ‘s’ plural al final de las tres últimas pala-
bras y sin comas intermedias, se debe tomar como una unidad. En esa
forma se repite 69 veces en la CPE y las tres últimas palabras –indígena
originario campesino/a[s] [IOC]– aparecen también muchas veces más,
detrás de términos como pueblo, comunidad, autonomía, jurisdicción,
etc.
Cuando aparece de esta forma conjunta, como una unidad de cinco (o

tres) palabras complementarias, no tiene mayor sentido pretender dife-
renciar en qué casos se trata de un “pueblo” y en cuáles de una “nación”;
o si se trata de “indígenas”, de “originarios” o de “campesinos”. Lo cen-
tral, entonces, de la expresión [NyP] IOC es su referencia a aquellas
naciones y pueblos o grupos humanos que existen desde antes de la exis-
tencia del Estado boliviano e incluso la Colonia, a los que hace referencia
el art. 2 de la CPE, y cuyos descendientes forman hasta ahora grupos
socio-culturales reconocidos como tales. Aunque ahora por razones histó-
ricas prefieran utilizar uno u otro de los tres términos así unidos en un
conjunto: los más marcados por la Reforma Agraria de 1953 y los progra-
mas de colonización o nuevos asentamientos, prefieren “campesinos”, los
grupos indígenas de las tierras bajas, siguen prefiriendo “indígenas”, en
reacción, los andinos hay recuperado el término “originarios”, en referen-
cia a sus tierras de origen que nunca fueron de hacienda. Pero lo común
de todos ellos es que, con uno u otro nombre, se sienten y son reconoci-
dos como descendientes de aquellos que ya estaban aquí en estas tierras
antes de la llegada de los españoles. 
Así mismo, unos prefieren “naciones” o quizás “nacionalidades”, otros

“pueblos”, unos se organizan en ayllus, otros en comunidades o incluso
sindicatos; los de tierras bajas, en tentareta o en cabildos, etc. Pero eso son
detalles que no debieran dividirnos a la hora de recuperar nuestra propia
autonomía y autogobierno. Lo más fundamental a todos ellos, tanto si
mantienen o recuperan un nombre y una organización más antigua o si,
por sus circunstancias históricas, ya adoptaron otras formas y nombres
más recientes y hasta traídos de otras partes, es, de nuevo, su común exis-
tencia precolonial.
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Es precisamente esto último lo que a todos esos pueblos y naciones,
les otorga derechos especiales, que la CPE pone en una lista del art. 30 y
que se complementan también con algunos documentos internacionales,
como el Convenio 169 de la OIT y, sobre todo, la más reciente Declara-
ción de la Naciones sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, que se
aprobó apenas dos meses antes de que concluyera nuestra Asamblea
Constituyente. Ambos documentos son ya leyes bolivianas: el Convenio
169 por la ley 1257 del 11 de julio de 1991 y la Declaración de NN.UU
por la ley 3760 del 7 de noviembre de 2007 (completada por la ley 3697
del 26 de junio de 2008). 
El mencionado art. 2 sintetiza lo más central de esos derechos, al decir

que “se garantiza su libre determinación en el marco de la unidad del Es-
tado, que consiste en su derecho a la autonomía, al autogobierno, a su
cultura, al reconocimiento de sus instituciones y a la consolidación de sus
entidades territoriales”. 

Libre determinación, autogobierno y autonomía 

El más amplio de estos tres conceptos es el de libre determinación (a veces
llamada también autodeterminación) utilizado de nuevo en la lista de
derechos del art. 30 nº 4 de la misma CPE. Se podría definir como “el
derecho de un pueblo a decidir sus propias formas de gobierno, perseguir
su desarrollo económico, social y cultural y estructurarse libremente, sin
injerencias externas y de acuerdo con el principio de igualdad”1 Para com-
prender mejor su relación con los otros dos términos, en el contexto de
las NyP IOC, es útil recurrir a la Declaración de Naciones Unidas arriba
mencionada, que también los utiliza. En su art. 3 ésta dice:

“Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En vir-
tud de ese derecho determinan libremente su condición política y persi-
guen libremente su desarrollo económico, social y cultural”.

Xavier Albó
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Pero esta libre determinación se puede realizar de muchas maneras, por
ejemplo teniendo la soberanía de un Estado independiente (como
Bolivia), o de un Estado federal (como los varios que constituyen el Brasil
o México) o con ciertos niveles de autonomía o autogobierno dentro de
un Estado unitario. Esto es lo que propone nuestra CPE en su Tercera
Parte (art. 289-296 y 303-304) y también la Declaración de Naciones
Unidas en su art. 4:

“Los pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho de libre determinación,
tienen derecho a la autonomía o el autogobierno en las cuestiones relacio-
nadas con sus asuntos internos y locales, así como a disponer de los
medios para financiar sus funciones autónomas”.

Como puede observarse, aquí autonomía o autogobierno se toman prác-
ticamente como sinónimos. Por otra parte, este artículo precisa que esta
autonomía o autogobierno es “en las cuestiones relacionadas con sus
asuntos internos y locales”. Estos asuntos se refieren, como dice ya el art.
2 de nuestra CPE –que aquí comentamos– al pleno desarrollo del dere-
cho “a su cultura, al reconocimiento de sus instituciones y a la consolida-
ción de sus entidades territoriales”: una síntesis muy apretada de los dere-
chos específicos de las NyP IOC por ser tales y “dada su existencia preco-
lonial”, algo ignorado por todas las constituciones anteriores.
Un avance fundamental a nivel local e internacional es que tanto la

CPE como la Declaración reconocen ya este derecho como colectivo y
propio de pueblos (algo complementario, no contrario a los derechos
individuales de sus miembros). La Declaración reconoce que “los pueblos
y las personas indígenas tienen derecho a pertenecer a una comunidad o
nación indígena” (art. 9), un término que nuestra CPE reitera una y otra
vez en su fórmula consagrada de NyP IOC y que aplica también al con-
junto del Estado al caracterizarlo como plurinacional, a igual que a sus
instituciones clave, como el Tribunal Constitucional o la Asamblea Le-
gislativa. 
Los art. 43 y 46 de la Declaración de Naciones Unidas marcan sus

límites mínimo y máximo. Por un lado, el art. 43 afirma que los derechos
reconocidos en ella “constituyen las normas mínimas para la superviven-
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cia, la dignidad y el bienestar de los pueblos indígenas del mundo”. Y, por
otro, el art. 46 precisa que “nada de lo señalado… se entenderá en el sen-
tido de que autoriza o fomenta acción alguna encaminada a quebrantar o
menoscabar, total o parcialmente, la integridad territorial o la unidad
política de estados soberanos e independientes”. Este artículo fue un adi-
tamento de última hora para asegurar la masiva aprobación internacional
de la Declaración, también por parte de algunos estados africanos de
reciente creación. Viene a ser una especie de candado para evitar que esa
autodeterminación y autonomía sea una excusa para reclamar también
soberanía como un Estado separado, algo que nuestras NyP IOC no plan-
tean en Bolivia ni en otros países latinoamericanos, salvo quizás de una
manera sólo retórica.
Más adelante detallaremos cómo se realiza esta autonomía IOC, según

la CPE y la Ley Marco que todavía se está elaborando. Pero es importan-
te dejar claro que el principio constitucional básico en que tales concre-
ciones de enmarcan es ese art. 2, en que este es un derecho colectivo que
se aplica a las “naciones y pueblos” IOC. Si de momento, por razones
prácticas, se aplica sólo a determinados municipios y territorios, hay que
verlo como un punto de partida pero para poner en marcha un proceso
que, en última instancia apunta a esas “naciones y pueblos” como unida-
des territoriales propias con frecuencia mucho más amplias. 

Caminos prácticos hacia la autonomía IOC

La Tercera Parte de la CPE, dedicada a la “estructura y organización terri-
torial del Estado” se dedica a todos los procesos autonómicos, incluido el
de las autonomías indígena originario campesinas [AIOC]. El art. 289
define esta AIOC como: 

“el autogobierno de las naciones y pueblos indígena originario campesi-
nos, cuya población comparte territorio, cultura, historia, lenguas, y orga-
nización o instituciones jurídicas, políticas, sociales y económicas pro-
pias”. 

Xavier Albó
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Esta definición define esa autonomía como autogobierno, el cual, por los
rasgos que siguen, rige sobre un determinado territorio en el que vive una
nación o pueblo IOC o, en muchos casos, al menos una parte de éste, que
comparte historia, cultura, etc. Conviene aclarar que aquí territorio se
entiende como una jurisdicción geográfica sobre la que se ejerce tal auto-
gobierno. Como enseguida veremos, el pueblo en cuestión puede o no
tener además propiedad colectiva sobre ese territorio, pero ello no es de
ninguna manera algo esencial para poder ser AIOC. 
Las demás cualidades que aquí se enumeran son otros tantos ámbitos

sobre los que, de alguna manera, este pueblo que vive dentro de esa juris-
dicción territorial podrá ejercer su autogobierno. Este listado es más com-
pleto que el del art. 2 antes señalado y no coincide del todo con otro que
hay en el art. 30-I, ni con la larga lista de competencias autonómicas del
art. 304, por lo que hay que verlo no como una lista fija ni mínima ni
exhaustiva sino más bien sólo como algo indicativo y flexible, que podrá
ser más o menos amplio según la realidad de diversos lugares. Por ejem-
plo, en algunos pueblos la lengua propia es muy importante pero otros ya
la han perdido en parte o del todo (sobre todo si ya están en centros urba-
nos) sin que por ello dejen de ser indígena originarios. Puede ser útil aquí
aplicar el criterio flexible señalado por el art. 1.1-b del Convenio 169 de
la OIT (que ya es también la Ley 1257 del Estado boliviano) que define
como pueblos indígenas a aquellos que son considerados tales:

“por el hecho de descender de poblaciones que habitaban en el país o una
región geográfica a la que pertenece el país en la época de la conquista o
de la colonización o del establecimiento de las actuales fronteras estatales
y que, cualquiera que sea su situación jurídica, conservan todas sus insti-
tuciones sociales, económicas, culturales y políticas o parte de ellas”.
[Énfasis mío].

Es igualmente revelador lo que añade el siguiente numeral 1.2 del mismo
artículo del Convenio 169:

“La conciencia de su identidad indígena o tribal deberá considerarse un
criterio fundamental para determinar los grupos a los que se aplican las
disposiciones del presente Convenio”.

Las flamantes autonomías indígenas en Bolivia
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Por otra parte, el art. 291-I de la CPE precisa las tres vías principales por
las que se podrá acceder a ser AIOC:

“Son autonomías indígena originario campesinas (1) los territorios indí-
gena originario campesinos [TIOC], (2) los municipios, y (3) regiones
que adoptan tal cualidad de acuerdo a lo establecido en esta Constitución
y la ley” [Yo he añadido los números].

Ilustraré esta situación con el caso del departamento de Chuquisaca, en
que aparecen las tres posibilidades. Insistiré sobre todo en la vía (2), o
municipal, por ser la más viable en lo inmediato, tanto el Chuquisaca co-
mo en el resto del país, sobre todo en la región andina donde la mayor
parte de la población rural se considera quechua (o, en otros departamen-
tos, también aymara). Sólo al final añadiré algo complementario sobre la
primera vía (TIOC) y la tercera (regional).

La vía municipal

Esta es de momento la única que ya se ha puesto en marcha, siquiera de
manera incoativa en once municipios, nueve en tierras altas y sólo dos en
tierras bajas, ambos en el Chaco guaraní. Pero su potencial futuro es
mucho mayor. El cuadro 1 muestra la distribución de todos los munici-
pios de Bolivia, por departamentos de Bolivia de acuerdo a su condición
étnica y lingüística, explicada al pie del cuadro. Como podrá observarse,
en los 28 municipios del departamento de Chuquisaca se da una amplia
gama de situaciones: trece municipios rurales de la zona andina occiden-
tal tienen un altísimo porcentaje que se autoidentifica como quechuas y
además hablan la lengua; en otros seis, sin llegar a tanto, la mayoría de su
población se sigue identificando como indígena originario. Califican por
tanto plenamente para convertir su jurisdicción municipal en autonomí-
as IOC. El cuadro 2 (ver anexos) presenta el detalle de esos 28 munici-
pios chuquisaqueños.
En el primer grupo altamente quechua están los municipios quechuas

de Tarabuco y Mojocoya que ya realizaron y ganaron ampliamente su
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referéndum para realizar esa conversión. Sólo el municipio urbano de
Sucre, aunque mantiene un notable 64,6 por ciento que se considera que-
chua, está en un grupo inferior por tener sólo un 44 por ciento que sabe
la lengua. Ello se debe sobre todo a su pérdida en la población urbana más
joven. Pero en el vasto sector rural del mismo municipio, las condiciones
son prácticamente iguales que en los otros 13 municipios. Quizás sería
oportuno que este sector se desgajara del resto como uno o dos munici-
pios aparte. En ese segundo grupo está también el municipio guaraní de
Huacaya, que igualmente aprobó su referéndum para transformarse en
AIOC. 

El plus de una autonomía IOC

¿ Qué ventajas teóricas y prácticas implica convertir un municipio en
AIOC? En términos teóricos, se explicita el reconocimiento de su carác-
ter indígena originario. En términos prácticos, como punto de partida, no
pierde ninguna de las ventajas que ya tenía como municipio, con los re-
cursos que ya recibía de la coparticipación popular, su condición de po-
breza, etc. y mantiene asimismo las 43 competencias exclusivas propias de
todo municipio, señaladas en el art. 303 de la CPE. Su inciso I nos da la
clave de partida para interpretar todo lo demás: 

“La autonomía indígena originario campesina, además de sus competen-
cias, asumirá las de los municipios, de acuerdo con un proceso de desarro-
llo institucional y con las características culturales propias de conformidad
a la Constitución y a la Ley Marco de Autonomías y Descentralización.”

Pero a ello se le añade la posibilidad de tener además2 las otras 23 com-
petencias exclusivas de una AIOC. Pero ello no quiere decir que entonces
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art. 304, sean exclusivas, compartidas o concurrentes. De todos modos, hay que recordar algu-
nos otros principios de toda autonomía, enumerados en el art. 270, entre los que están los de
“la voluntariedad, la complementariedad, la subsidiariedad, la gradualidad, la provisión de
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el total de competencias sean 66, porque hay varias comunes.
Una comparación detallada de las competencias exclusivas municipa-

les y las exclusivas de la AIO, enumeradas en los art. 302 a 304 de la CPE
muestra cuatro grandes bloques: 

“A) 9 competencias que sólo aparecen en la autonomía IOC (sea o no cre-
ada a partir de un municipio).

B) 12 competencias que, con distinta formulación, aparecen tanto en el
catálogo municipal [EM] como en el de autonomía IOC [Ei]; se aña-
den otras 3 que son exclusivas del municipio pero aparecen en la auto-
nomía IOC como compartidas o de alguna otra manera. 

C) 26 competencias que sólo aparecen en el catálogo municipal.
D) Otras competencias que sólo son compartidas o concurrentes con las

equivalentes del nivel central de Estado. En las compartidas el Estado
dicta las leyes básicas y otros niveles autónomos subestatales (en nues-
tro caso, la AIOC) las complementan con otras leyes de desarrollo. En
las concurrentes, sólo el nivel central del Estado legisla y las otras
autonomías subestatales sólo tienen la facultad de reglamentar y eje-
cutar (art. 297)”.

A la luz de todo ello, el plus principal que tiene un municipio por con-
vertirse en AIOC son las competencias del bloque A, que a continuación
enumeramos reordenándolas de una manera más lógica3:

recursos económicos y la preexistencia de las naciones y pueblos indígena originario campesi-
nos”. Por tanto, deberá haber cierta flexibilidad, porque varias de las competencias municipales
tiene poca o ninguna aplicación en municipios rurales y chicos como los de Chuquisaca, o qui-
zás sólo podrán aplicarse de una manera gradual, según las características y desarrollo de esos
municipios. Por otra parte, por el principio de “la preexistencia de las naciones y pueblos indí-
gena originario campesinos” al añadir que ese apropiarse de las competencias municipales debe-
rán realizarse “con las características culturales propias”.

3 En cada competencia se indica el número que tiene en los listados originales de la CPE. Las
siglas se refieren al tipo de competencias: EM exclusivas municipales, Ei: exclusivas indígena ori-
ginarias, ED: exclusivas departamentales, EC: exclusivas del nivel central del Estado. 



La madre de todas las demás competencias exclusivas de la AIOC, por su
amplia cobertura temática, es la primera (codificada Ei2), que dice así:

“Ei2. Definición y gestión de formas propias de desarrollo económico,
social, político, organizativo y cultural, de acuerdo con su identidad y vi-
sión de cada pueblo”. 

De alguna manera se complementa con otra competencia compartida con
el nivel central del Estado, que podría dar una mayor operatividad a esta
competencia madre:

“Comp4.Control y regulación a las instituciones y organizaciones externas
que desarrollen actividades en su jurisdicción, inherentes al desarrollo de
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A) Exclusivas indígenas [Ei], sin paralelo en Autonomía municipal. 

2. Definición y gestión de formas propias de desarrollo económico, social, polí-
tico, organizativo y cultural, de acuerdo con su identidad y visión de cada pue-
blo.

23. Desarrollo y ejercicio de sus instituciones democráticas conforme a sus normas
y procedimientos propios.

8. Ejercicio de la jurisdicción indígena originaria campesina para la aplicación de
justicia y resolución de conflictos a través de normas y procedimientos propios
de acuerdo a la Constitución y la ley.

21. Participar, desarrollar y ejecutar los mecanismos de consulta previa, libre e
informada relativos a la aplicación de medidas legislativas, ejecutivas y admi-
nistrativas que los afecten.

15. Planificación y gestión de la ocupación territorial en coordinación con otros
niveles de gobierno.

17. Promover y suscribir acuerdos de cooperación con otros pueblos y entidades
públicas y privadas.

3. Gestión y administración de los recursos naturales renovables, de acuerdo a la
Constitución.

19. Fomento y desarrollo de su vocación productiva [EC35,ED31,Ei19]

16. Vivienda, urbanismo y redistribución poblacional conforme a sus prácticas
culturales en el ámbito de su jurisdicción.



su institucionalidad, cultura, medio ambiente y patrimonio natural” (Ver
también EC25, ED18-19, EM15-16, Ei10).

El fiel cumplimiento de la competencia Ei2 que, además, es exclusiva de
la autonomía IOC y no tiene parangón en ninguna otra autonomía, per-
mitiría asegurar el tono y estilo “indígena originario” a cualquier otra
competencia. La mayoría de los derechos de las naciones y pueblos IOC
mencionados en el art. 30 de la CPE justifican también alguna o varias de
las cinco dimensiones de esta competencia madre. 
Varias otras competencias Ei no hacen más que explicitar determina-

dos aspectos de esta Ei2. He aquí algunos ejemplos más significativos: 

Ei23. Desarrollo y ejercicio de sus instituciones democráticas 
conforme a sus normas y procedimientos propios. 

Esta competencia permite que estas nuevas autonomías IOC definan en
sus estatutos sus propias formas de gobierno, sin tener que regirse necesa-
riamente por el molde hasta ahora impuesto por el Código municipal o
las normas rígidas de la Corte Electoral, mantenidas incluso en la ley tran-
sitoria y su reglamentación hasta las elecciones de abril 2010, según las
cuales hay que presentar listas por partidos o asociaciones ciudadanas, de
modo que después cada una de ellas tendrá más o menos concejales (por
el orden de la lista). Puede además permitir, por ejemplo, que las autori-
dades de Gobierno local representen a los diversos distritos o subcentra-
les del territorio, definir su tiempo de duración y determinados mecanis-
mos de nombramiento, siembre que no resulten contrarios a la CPE. 

Ei8. Ejercicio de la jurisdicción indígena originaria campesina para la apli-
cación de justicia y resolución de conflictos a través de normas y procedimien-
tos propios de acuerdo a la Constitución y la ley.

Este es uno de los cambios más significativos de la nueva CPE, que se ex-
plica en sus arts. 190-192. Esta competencia, que no existe en los muni-
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cipios corrientes y ni siquiera en las autonomías departamentales, es la
que permite que en las AIOC el sistema judicial se aplique de acuerdo a
las normas y procedimientos propios. Según ello, para los asuntos inter-
nos, ya no sería necesario gastar allí tiempo, plata y recursos yendo de un
abogado a otro y esperar que jueces ajenos, que desconocen la realidad
propia de cada pueblo y cultura, decida lo que hay que hacer y el tipo de
sanción que deba aplicarse en cada caso, según la justicia ordinaria, codi-
ficado en tantas leyes y decretos.
Más bien se aplicaría allí el derecho propio de cada pueblo indígena

originario campesino, del que forma parte también su “justicia comuni-
taria”, que se aplica a través de sus propias autoridades, dejando constan-
cia en sus libros de actas, y recurriendo si hace falta a la asamblea comu-
nal. Esto mecanismos, que no deben confundirse con linchamientos (co-
mo hacen con frecuencia los medios de comunicación) resultan por lo
general mucho más rápidos, baratos, eficientes y justos. 
Está todavía pendiente la Ley de deslinde jurisdiccional (art. 192), que

precisará dentro de qué territorios, sobre qué personas y para qué mate-
rias se aplica esta justicia o la justicia ordinaria.
Pero, a partir de su práctica tradicional, ahora reconocida por la

Constitución, estas AIOC ya pueden trazar sus lineamientos clave en sus
estatutos. 

Ei21. Participar, desarrollar y ejecutar los mecanismos de consulta previa,
libre e informada relativos a la aplicación de medidas legislativas, ejecutivas
y administrativas que los afecten. 

Esta competencia recoge y hace operativo el derecho de consulta recono-
cido también en el art. 30, numeral 15, de la CPE. Resulta particular-
mente importante para aquellos lugares en que existen apetecibles recur-
sos naturales de los que, en el pasado, las empresas se apoderaban sin
tomar en cuenta a la población local o incluso obligándola a irse a otra
parte. Pero tanto en ese art. 30,15 como en la competencia Ei21 y en la
Declaración de Naciones Unidas de 2007, este derecho y competencia es
aplicable a cualquier ámbito “cada vez que se prevean medidas legislativas
o administrativas susceptibles de afectarles”.
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Con relación a las competencias exclusivas relativamente comunes a
municipios y AOIC (bloque B), éstas se refieren al ordenamiento territo-
rial, la elaboración y ejecución de planes y otros elementos que ya cono-
cemos desde la experiencia de gobierno municipal que ya se ha venido
trabajando desde la Ley de participación popular de 1994. Llamaré con
toda la atención sobre dos materias: la capacidad impositiva y el manejo
del patrimonio.
La capacidad impositiva aparece tanto en los municipios regulares

como en las AIOC (EM 19, 20 y Ei 12 y 13). Enfatizo que esta capaci-
dad existe en ambos casos, porque en algunos municipios las bases, mal
informadas, han rechazado convertirse en AIOC por el temor de que, al
ser autónomos, se cargarían con más impuestos locales. No hay tal. Más
aún, esta capacidad impositiva es incluso mayor en los municipios porque
no sólo puede administrar sino también crear impuestos. Sin embargo, si
se trata de una AIOC que antes era municipio, al convertirse en AIOC
tampoco pierde esa capacidad mayor de crearlos.
El segundo aspecto es todo lo relacionado al patrimonio cultural tan-

gible e intangible (EM 15-16 y Ei10). Esta competencia es muy seme-
jante en ambos casos y existe también en la autonomía departamental
(ED 18-19) y en el Estado central (EC 25). Relacionado con ello, está
también la competencia para definir políticas de turismo (EM 17 y Ei
11), las cuales existen también en los otros dos niveles. Es explicable que,
según la dimensión de esos patrimonios y el volumen de turismo que
pueden generar, esas competencias puedan desarrollarse a uno u otro ni-
vel. Con frecuencia el patrimonio –sean monumentos tangibles o expre-
siones culturales intangibles– van muy ligados a la identidad cultural del
pueblo IOC autónomo y, sin embargo, el manejo de ese patrimonio
poco aprovecha a ellos. Los folkloriza y los recursos así generados pasan
más bien a manos de otras empresas y mercaderes ajenos. ¿ No habrá
mu-cho de ello, por ejemplo, en Tarabuco? Pero un manejo adecuado de
ese tema podría llevar más bien al fortalecimiento identitario de esos
pueblos, a la difusión de sus valores a los demás y también a ciertos
ingresos adicionales.
Hay todavía un cuarto grupo (el bloque D del Anexo) con las compe-

tencias compartidas y concurrentes entre el nivel central del Estado u otras
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autonomías subestatales. Para el caso de las AIOC se especifican cuatro
compartidas –en las que, como se recordará, al nivel central del Estado se
promulga una ley básica y a nivel de autonomía local aquella se comple-
menta con leyes locales que desarrollan dicha ley de acuerdo a las especifi-
cidades locales o del pueblo en cuestión– de las que resalto las dos últimas:

“3. Resguardo y registro de los derechos intelectuales colectivos, referidos
a conocimientos de recursos genéticos, medicina tradicional y germoplas-
ma, de acuerdo con la ley. 
4. Control y regulación a las instituciones y organizaciones externas que
desarrollen actividades en su jurisdicción, inherentes al desarrollo de su
institucionalidad, cultura, medio ambiente y patrimonio natural”.

Pero llama la atención la ausencia de competencias siquiera compartidas
en otros puntos claves para el desarrollo y autodeterminación de las NyP
IOC. Por ejemplo en educación y en el régimen de tierra y territorio (en-
tre otros temas que aquí no especifico).
En cuanto al tema educativo, sólo hay la referencia escueta, nada desa-

rrollada, de una competencia concurrente para todos los niveles llamada
“gestión del sistema de educación y salud” (art. 299-II-2). Competencia
concurrente quiere decir que sólo el nivel central del Estado legisla y los
demás se limitan a ejercer conjuntamente las facultades reglamentaria y
ejecutiva. En este mismo nivel de sólo una competencia concurrente se
especifica también:

“2. Organización, planificación y ejecución de planes, programas y pro-
yectos de educación, ciencia, tecnología e investigación, en el marco de la
legislación del Estado”.

Pero se trata sólo de implementar lo que ya viene determinado desde el
nivel central del Estado. 
La educación es una de las instancias en que más central debería ser el

peso de la propia cultura. La CPE reconoce el derecho de los pueblos IOC
“a una educación intracultural, intercultural y plurilingüe en todo el sis-
tema educativo” (art. 30.12) y dedica más adelante un largo capítulo a la
“Educación, Interculturalidad y Derechos Culturales”, en el que se reite-
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ra ese derecho (art. 78-II, 80-II) y se presenta además la mejor definición
y normatividad del patrimonio cultural y de las relaciones interculturales;
por su importancia, reproducimos todo ese artículo 98:

“Artículo 98. I. La diversidad cultural constituye la base esencial del
Estado Plurinacional Comunitario. La interculturalidad es el instrumen-
to para la cohesión y la convivencia armónica y equilibrada entre todos
los pueblos y naciones. La interculturalidad tendrá lugar con respeto a las
diferencias y en igualdad de condiciones.
II. El Estado asumirá como fortaleza la existencia de culturas indígena
originario campesinas, depositarias de saberes, conocimientos, valores,
espiritualidades y cosmovisiones. 
III. Será responsabilidad fundamental del Estado preservar, desarrollar,
proteger y difundir las culturas existentes en el país”. 

Pero nada de ello queda reflejado en el tratamiento competencial que se
da a esta temática. ¿ Cómo podrá asegurarse la educación intracultural sin
una competencia específica de las NyP IOC en este punto? ¿ Y cómo se
asegurará la paridad de las relaciones interculturales en la educación y en
otros ámbitos si a la vez no se ha asentado bien las raíces identitarias y cul-
turales de cada pueblo mediante esa intraculturalidad? 
Nuevamente, aquí habrá que apelar a la competencia madre Ei2 y, a

partir de ella, asegurar que el gobierno autonómico originario tome efec-
tivamente en serio su “definición y gestión de formas propias de desarro-
llo [...] cultural, de acuerdo con su identidad y visión”, apelando además a
lo que ya establece la CPE en otras partes, como los que acabamos de citar.
Por tanto la legislación nacional sobre este tema deberá basarse en ellos.
Bajo estas condiciones, las “reglamentaciones” que haga cada autonomía
originaria podrían bastar en la medida que lo que diga la nueva ley nacio-
nal educativa sea bien explícita. Pero aún así –en mi opinión– la autono-
mía IOC se respetaría mejor con una competencia al menos compartida. 
El otro punto clave es el del régimen de la tierra agrario, que en la CPE

aparece sólo como una competencia exclusiva del nivel central del Estado
(art. 298-II-38); más aún la “política general sobre tierras y territorio, y
su titulación” son una competencia privativa de ese nivel central (art. 298-
I-17), lo que significa que sólo el nivel central del Estado puede legislar,
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reglamentar en este punto, y ejecutar sin poderlo delegar a otros niveles.
Haber colocado un candado así de fuerte se comprende con relación al
control que el Estado debe reservarse para sí frente a la injusta y crecien-
te acumulación de tierras en los cuatro departamentos de la Media Luna.
Es precisamente éste uno de los puntos en que los estatutos inicialmente
propuestos por Santa Cruz más se enfrentan con la CPE. 
Sin embargo, en lo relativo al control de cada NyP IOC sobre el ma-

nejo interno y autónomo de su propio territorio tal disposición resulta tam-
bién insuficiente para asegurar ese derecho colectivo expresado, por ejem-
plo, en el art. 30-II-17 y en el art. 403. En la medida que un pueblo o parte
de él tenga ya propiedad colectiva, sobre todo como TCO/TIOC (ver
infra), este tema se salva mejor, puesto que el Estado ya ha cumplido su rol
privativo de haberlo titulado y el resto queda como asunto interno de los
propietarios colectivos. Pero, como enseguida veremos, es precisamente
para este tema donde esa segunda vía podría ofrecer ciertas ventajas com-
plementarias, aunque en el caso de Chuquisaca su incidencia es mínima.
En este departamento, como en Cochabamba y otras muchas partes

sobre todo de valles la creciente irrupción de haciendas, unas durante la
Colonia, otras en la República, establecieron un régimen distinto de te-
nencia, que con la Reforma Agraria de 1953 acabó de consolidarse en co-
munidades con una gran preponderancia de pequeñas propiedades indi-
viduales, salvo en áreas comunes incultivables o quizás de sólo pastoreo.
Así ocurre en casi todos los municipios rurales de Chuquisaca.
También en esas comunidades formadas por pequeñas propiedades

tituladas de manera familiar podría tener sentido que fueran las autorida-
des comunales (en su mayoría llamadas desde los años 1950 “sindicales”)
las que, con el apoyo de la asamblea comunal se responsabilizaran de la
resolución interna de conflictos de tierras y del permanente saneamiento
interno, sin necesidad de que cada vez las familias involucradas gastaran
su tiempo y dinero yendo a las oficinas externas del Instituto Nacional de
Reforma Agraria (INRA) y de los abogados. Este podría ser otro de los
ámbitos regulares del derecho indígena, pues sea cual fuere la forma de
propiedad de la tierra, toda la comunidad sigue conformando un territo-
rio común a todos ellos. Y viceversa, aun donde el título propietario es
colectivo los derechos de posesión y uso sobre parcelas es y era individual
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o familiar. Posiblemente, una vez consolidado, este régimen interno po-
dría incluso expandirse al nivel de todo un municipio transformado en
AIOC. La propia CPE ya da una pista para ello cuando en el mismo art.
298-II-38, tras establecer que el régimen de tierras es competencia exclu-
siva del nivel central del estado [EC], añade: “La ley determinará las
facultades a ser transferidas o delegadas a las autonomías”. Lo único que
–a menos que cambie la Constitución– debería seguir en manos del
Gobier-no central de manera privativa, y por cierto como una atribución
del Presidente del Estado plurinacional, serían las nuevas titulaciones
finales. Todos quieren ciertamente seguridad jurídica sobre la tierra en
que viven y trabajan. Pero al mismo tiempo, las comunidades buscan
también mecanismos para que su tierra y otros recursos no pasen a mano
de terceros ajenos a las comunidades pudiéndolos comprar de comunarios
particulares. Este es el equilibrio que debe buscarse entre una presencia
del Estado central y sus leyes agrarias y la resolución interna de conflictos
dentro del territorio comunal y quizás también a otros niveles dentro del
territorio de toda la AIOC. 

La vía TCO o TIOC

La otra vía principal señalada en el art. 291-I para llegar a ser AIOC es a par-
tir de los (nuevos) TIOC, que a su vez –según la 7ª  disposición transitoria
de la CPE– “tendrán como base para su delimitación a las Tierras
Comunitarias de Origen” (TCO), que ya existen en Bolivia a partir de los
cambios constitucionales de 1994 (art. 171) y la Ley INRA de 1996. No
bajaré aquí a una discusión detallada de esta vía y sus procedimientos, por-
que sigue pendiente su normativa complementaria en la Ley Macro de
Autonomías, que pronto entrará a ser discutida en la Asamblea Legislativa
Plurinacional. 
Pero sí debemos explicar lo esencial de ella. En los citados cambios

constitucionales y legales de 1994 y 1996, que crearon esta figura TCO,
ya se introdujo en esa forma de propiedad colectiva un embrión de auto-
nomía, porque se incluyeron en ella rasgos como su derecho sobre los
recursos renovables (por ejemplo, bosques), el derecho de consulta sobre
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los recursos no renovables e incluso la facultad de aplicar, en su interior,
“sus normas propias”. Esos temas estaban ya en el Convenio 169 de la
OIT, que desde 1991 fue ratificado por el Estado boliviano gracias a la I
Marcha Indígena de 1990 “por el territorio y la dignidad” del año ante-
rior y, de ahí, entraron de alguna manera en los cambios constitucionales
de 1994. Se puede decir que, de esta forma, ya en 1994 el tema del auto-
gobierno de la TCO había entrado en la agenda pública siquiera por la
ventana trasera, la del régimen especial agrario. 
Eco de todo ello es lo que ahora se dice en art. 403-I, todavía en la

Cuarta Parte de la nueva CPE, sobre la estructura económica del Estado: 

“Se reconoce la integralidad del territorio indígena originario campesino,
que incluye el derecho a la tierra, al uso y aprovechamiento exclusivo de
los recursos naturales renovables en las condiciones determinadas por la
ley; a la consulta previa e informada y a la participación en los beneficios
por la explotación de los recursos naturales no renovables que se encuen-
tran en sus territorios; la facultad de aplicar sus normas propias, adminis-
trados por sus estructuras de representación y la definición de su desarro-
llo de acuerdo a sus criterios culturales y principios de convivencia armó-
nica con la naturaleza”.

Pero para ser plenamente autonónomo, este tema tiene que pasar de la
Cuarta Parte de la actual CPE a su Tercera Parte, que es la dedicada a la
estructura territorial del Estado y, dentro de ella, a los diversos tipos de
autonomía. Para ello se prevén dos pasos: el primero es un proceso admi-
nistrativo por el que las TCO ya tituladas (como una forma sui generis de
propiedad agraria colectiva) se transformarán en territorios indígenas
(TIOC) propiamente dichos (7ª  disposición transitoria); y el segundo es
que esos TIOC puedan además adoptar la “cualidad” (art. 291-I) de ser
una autonomía o AIOC. Para esto último, deben expresar “la voluntad de
su población en conformidad a sus normas y procedimientos propios (art.
293-I)”. Allí mismo se dice que ese es el “único requisito exigible”, pero
enseguida, en los siguientes parágrafos del mismo art. 291, se añaden
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otros “requisitos mínimos” de población4 y otros, los cuales todavía se es-
tán discutiendo en el proyecto de Ley Marco de Autonomías en vías de
ser presentado a la Asamblea Legislativa Plurinacional (marzo 2010). 
Toda esta vía TCO/TIOC para llegar a ser AIOC tiene mayor impor-

tancia para los pueblos minoritarios de tierras bajas porque es más difícil
que ellos constituyan la mayoría de un municipio. En el caso concreto de
Chuquisaca, así ocurre en las tierras bajas del Chaco donde existen ya
varias TCO guaraní consolidadas dentro de cuatro municipios mayores
con mayoría no guaraní (o karai), a saber, Monteagudo, Huacareta,
Muyupampa (que incluye El Ingre) y Macharetí. Estos últimos, por tan-
to, nunca querrán transformarse en AIOC; a sus pueblos guaraní, por
tanto, no les queda más remedio que hacerlo por la vía TCO/TIOC, una
vez la Ley Marco de Autonomías haya precisado mejor ese camino. El
municipio de Huacaya es –como ya vimos– el único del departamento
con una mayoría de población guaraní (66 por ciento) y, como tal, ha
entrado en el proceso de hacerse autonomía por esa vía municipal. 
En cambio en la región andina esta vía TCO/TIOC resulta menos

práctica, en muchas partes, porque ni existen ni se han solicitado tales
propiedades colectivas; en otras, porque aún si existen, la población invo-
lucrada es igualmente mayoritaria en su municipio y puede también esco-
ger esa vía municipal, por ser de momento más expedita. 
Así ocurre en la parte alta del departamento de Chuquisaca, como se

señala en la última columna del cuadro 2 (ver anexos). Hasta abril 2009
allí sólo había TCO tituladas en algunas zonas de ayllus del municipio de
San Lucas (prov. Nor Cinti) y otro pedacito del municipio de Poroma
(prov. Oropeza). En ese mismo municipio hay otras varias demandas en
proceso. Además, dentro del municipio de Sucre y el de Tarabuco se habla
también de la reconstrucción de algunos ayllus pero éstos no habían em-
pezado ningún proceso de transformación en TCO. Por otra parte, salvo
el municipio de Sucre, todos esos municipios pueden acceder ya a la
AIOC de una manera mucho más expedita y con ciertas ventajas prácti-
cas por la vía municipal, pues la inmensa mayoría de sus población son
también quechuas que, por razones históricas, sufrieron la opresión de la
hacienda y –por tanto– después se liberaron de ella por la vía sindical.
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¿ Acaso ellos son los culpables de haber sido avasallados tanto tiempo por
los patrones para que ahora no se les quiera reconocer como hermanos
quechuas que igualmente califican para recuperar su autonomía? Incluso
en Sucre podría ser más fácil crear nuevos municipios en su área rural y
transformarlos en AIOC por esa vía.
Sea cual fuere esta viabilidad práctica, las dos principales diferencias

prácticas entre esta vía TCO/TIOC y la vía municipal es que cada tiene
una particularidad distinta, que –según las circunstancias locales– puede
ser vista como ventaja o desventaja:

• La ventaja de la vía municipal es que tiene también todas las compe-
tencias municipales y, con ellas, también los recursos financieros que
para ellas tenía ya destinados desde el Tesoro Nacional como recursos
de la coparticipación popular, los bonos por la pobreza y otros. Pero
esta ventaja podría ser también vista por algunos como una carga, en el
sentido de que entonces la AIOC tiene que seguir cumpliendo una
serie de obligaciones administrativas y gerenciales que quizás no son
tan centrales para su desarrollo como NyP IOC. Por eso algunos criti-
can esta vía como el mismo municipio de siempre pero “con poncho”.

• La ventaja de la vía TCO/TIOC es que como punto de partida tiene
además una propiedad colectiva y ya titulada de todo su territorio por
mucho que, en su interior haya seguramente posesiones y usos indivi-
duales y familiares. Ello es una ventaja sobre todo porque facilita apli-
car el propio derecho indígena originario en su interior, sin necesidad
de meter al INRA ni a otras instancias estatales en la resolución de sus
conflictos internos. Pero esta ventaja ha sido a su vez vista por otros
como un obstáculo práctico si ya tienen consolidadas sus propiedades
individuales, lo que les da una mayor seguridad personal. 

Hay que reiterar que, en cualquier caso, tener tal propiedad colectiva no
es un requisito indispensable para ser AIOC pues la calidad autonómica
no se refiere a la propiedad sobre la tierra y territorio sino a la capacidad
de tener jurisdicción y, por tanto, auto gobernarse dentro de él, incluyen-
do el manejo de sus recursos. Por otra parte, si la AIOC se ejerce sólo

Las flamantes autonomías indígenas en Bolivia

375



sobre ese territorio TCO/TIOC sin ser municipio, sus competencias se
reducen a las 23 propias de esa forma de autonomía pero no sobre las
demás propias de un municipio. Por tanto, tendrá que mantener cierta
relación con los municipios de su contorno (y el departamento) para
aquellas tareas que correspondan a esas competencias que ellos no tienen. 

Son dos vías complementarias

En realidad, una vía puede asumir la otra o ser el camino para la otra.
Veámoslo desde ambas perspectivas.
Como punto de partida, es oportuno recordar lo que dice el art. 303.I

de la CPE: 

“La autonomía indígena originario campesina, además de sus competen-
cias, asumirá las de los municipios, de acuerdo con un proceso de desa-
rrollo institucional y con las características culturales propias de confor-
midad a la Constitución y a la Ley Marco de Autonomías y Descentra-
lización.”

Este artículo fue añadido durante las reuniones de concertación de sep-
tiembre 2008 y refleja seguramente el peso que en ellas tuvieron los
mediadores municipalistas, que tendían a absorber a las AIOC, fuera cual
fuere su origen, dentro del nivel municipal, para simplificar todo el pro-
ceso. Algunos requisitos mínimos, demográficos u otros, que se mencio-
nan en los borradores para la Ley Marco apuntan también a ese acerca-
miento entre nuevas AIOC y antiguos municipios para facilitar su gober-
nabilidad interna. 
No es claro, con todo, que siempre sea posible hacer tal proceso de

“municipalización”, sobre todo con relación a algunos pueblos más mino-
ritarios de las tierras bajas. No olvidemos que el derecho a tener cierta
autonomía IOC se refiere inicialmente a una cualidad por el hecho de ser
IOC, más que a un nivel único que deba inevitablemente equipararse a
un municipio.
Abordando el tema desde el otro lado, de hecho, varios de los muni-

cipios convertidos en AIOC tienen ya en su interior una o varias TCO,
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no reconvertidas aún en TIOC por no existir hasta ahora el procedimien-
to. Por ejemplo, Jesús de Machaqa en La Paz, tiene ya 18 (de 24) ayllus
que ya son TCO consolidada; Chayanta en Potosí, tiene los dos inmen-
sos ayllus Chayantaqa y Phanakachi, también titulados; algo comparable
ocurre en las cuatro AIOC de Oruro y, en menor grado, también en Cha-
ragua en el Chaco guaraní. En el caso de San Pedro de Totora (Oruro) hay
incluso una coincidencia casi total entre ser municipio, provincia y TCO,
lo que la hace AIOC plena desde tres vertientes. 
Son bastantes más los posibles candidatos futuros con esa condición.

Entre ellos, en la Chuquisaca andina están los de San Lucas y –si logra
consolidar sus TCO/TIOC en proceso– el de Poroma. Hay incluso algu-
nas situaciones –como Raqaypampa, en el municipio de Mizque en Co-
chabamba y San Antonio de Lomerío, en el municipio del mismo nom-
bre en Santa Cruz– en que no se descarta la posibilidad de que más bien
se invierta el proceso, de modo que se busque llegar a ser AIOC por la vía
TCO/TIOC y sea ésta la que acabe por absorber el municipio (caso Lo-
merío) o acelerar la formación de un nuevo municipio (caso Raqay-
pampa).
Lo que debe quedar siempre claro es que el hecho de ser ya AIOC por

la vía municipal, no elimina la cualidad TCO/TIOC de los territorios
internos que ya tienen tal característica. Lo que entonces no tendría mu-
cho sentido sería que esas TCO/TIOC fueran una autonomía IOC
menor inserta dentro de otra mayor. La razón es que el objetivo final al
que nos hemos referido desde el principio de este trabajo, al comentar el
art. 2 de la CPE, no es multiplicar un sinfín de pequeñas unidades unas
dentro de otras sino ir reconstruyendo paso a paso, adobe sobre adobe, las
“naciones y pueblos” IOC. Eso es lo siguiente que nos queda por ver.

La vía región IOC

El ya citado art. 291.I menciona también la tercera vía por la que se puede
adquirir la “cualidad” de ser AIOC, a saber: la región. Por otra parte, exis-
te también, dentro de la Tercera Parte de la CPE una forma especial y
mucho más limitada de “autonomía regional” (no necesariamente indíge-



na), que fue objeto de muchas clarificaciones y recortes en las conversa-
ciones de concertación del texto constitucional entre el Gobierno y la
oposición en septiembre 2009. Pero no hay una plena correspondencia
entre estas dos concepciones de región.
Tal como éste ha quedado finalmente en los art. 280-282, una auto-

nomía regional está “conformada por varios municipios o provincias con
continuidad geográfica y sin trascender límites departamentales, que
compartan cultura, lenguas, historia, economía y ecosistemas” y ha que-
dado sólo como “un espacio de planificación y gestión” (art. 280-I), sin
capacidad legislativa, propiamente dicha, sino sólo “normativo-adminis-
trativa” y sin competencias propias sino sólo aquellas que le sean “confe-
ridas por dos tercios de votos del total de los miembros del órgano deli-
berativo departamental” (art. 280-III).
Sin embargo, cuando en la sección de autonomías IOC, se dice que

esta “cualidad” se puede lograr también por la vía regional, el punto de
partida para conformar dicha región IOC ya es otro: “la agregación de
municipios, distritos municipales y/o autonomías IOC”. Es decir, se
puede partir de municipios (como en las otras regiones) pero también de
AIOC surgidas de antiguas TCO/TIOC, o incluso de distritos municipa-
les –una categoría territorial submunicipal5 que recién aquí aparece– o de
cualquier combinación de las anteriores. Si afecta límites municipales, la
definición final de éstos deberá ser aprobada por la Asamblea Legislativa
Plurinacional.
Esta particularidad muestra que aquí lo importante no es que el depar-

tamento se organice mejor con espacios regionales de planificación, sino
que la nueva figura de autonomía y autogobierno IOC se vaya aglutinan-
do hacia niveles superiores. Ello está muy en consonancia con la idea ini-
cial del art. 2 de la CPE, con que hemos empezado este trabajo, de que el
objetivo final de las AIOC es la recuperación del derecho a una libre
determinación de las naciones y pueblos IOC.
Por eso mismo, en este caso, la autonomía regional IOC hereda su

cualidad autonómica de sus componentes inferiores que ya la tienen, aun-
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que sólo en el marco de aquellas 23 competencias propias de las AIOC.
No necesita –a diferencia de las otras regiones– que la Asamblea Legisla-
tiva Departamental se las dé por 2/3 de sus miembros, aunque también
puede hacerlo en otras competencias complementarias siquiera concu-
rrentes. Por otra parte –al igual que en las demás regiones– el adquirir esa
calidad autónoma regional IOC, no implica necesariamente que ésta
asuma y elimine la autonomías que ya tenían antes cada una en esos nive-
les inferiores. 
Todo ello puede ser muy relevante a mediano y largo plazo para el caso

de los municipios andinos quechuas de Chuquisaca, que con los años
podrían irse aglutinando a niveles cada vez más inclusivos, empezando
quizás desde dos frentes –uno en Tarabuco y otro en Mojocoya, que ya se
han convertido en AIOC– hacia su municipios más cercanos y afines. Es
previsible que Poroma y San Lucas, los dos municipios con más ayllus en
todo el departamento, convoquen pronto su referéndum para ser AIOC.
Desde ahí pueden surgir otras regiones menores o combinarse en otras
mayores, sea como una autonomía regional IOC más incluyente (para la
que algunos ya empiezan a sugerir nombre etnohistóricos como Yampara
o Qaraqara) o por lo menos como instancias de concertación para tener
políticas y criterios semejantes hacia la consolidación de la NyP IOC que-
chua de Chuquisaca. En otras partes, más cercanas a la frontera castella-
na/quechua, existen grupos más diversos de población y no es tan claro si
sus municipios con alto porcentaje quechua (como Tomina y Tarvita)
mantendrán más relación con otros ya castellanizados, dentro de su pro-
vincia o más bien se irán acercando a sus vecinos quechuas en otras pro-
vincias.
A un nivel más incipiente, la AIOC de Huacaya también podría apun-

tar hacia una regionalización con las TCO/TIOC de Macharety,
Tentayapy, Ingre y Huacareta apuntando a la larga –cuando, tarde o tem-
prano, se abra el candado para regiones interdepartamentales– a la conso-
lidación de la NyP guaraní del Chaco de Santa Cruz, Chuquisaca y norte
de Tarija. 
Estamos entrando así ya en el terreno de los sueños utópicos. Pero,

como sabemos, éstos ayudan siempre seguir avanzando. Naturalmente,
volviendo a tocar de pies al suelo cotidiano de aquí y hoy, para empezar a
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avanzar en esta dirección, tenemos ya a la vuelta de la esquina dos tareas
ambas importantes y claves, inmediatamente después de las elecciones del
domingo 4 de abril 2010, a saber: concentrarnos en la elaboración de los
estatutos IOC en los tres municipios pioneros y compatibilizarlos con los
estatutos departamentales, que ya están en marcha. Valdrá también la pe-
na, donde corresponda, trabajar asimismo en las Cartas orgánicas mu-
nicipales para la autonomía de aquellos municipios que tienen mucha po-
blación quechua pero de momento no se plantean aún la posibilidad de
convertirse en AIOC.
Para el caso de los estatutos de las tres AIOC incipientes, contamos ya

con un borrador bastante avanzado para Mojocoya, cuya situación es bas-
tante homogénea y relativamente sencilla. Para Tarabuco se ha empezado
igualmente el proceso y existen ya borradores de algunas comisiones pero
hay todavía bastante trabajo pendiente. Pero el caso más arduo será el de
Huacaya, por la mayor heterogeneidad y conflicto interno dentro de su
población, para asegurar la hegemonía guaraní y la de su propuesta de au-
togobierno pero sin descuidar la inclusión y derechos de otros grupos
karai (= no guaraní).
Respecto a la compatibilización con los estatutos departamentales, en

el borrador que se ha elaborado con la Federación Campesina, se plante-
an también tres regiones (art. 19). De ellas, la que allí se llama Norte
–similar a las que ya había sugerido años atrás el Viceministerio de Des-
centralización– coincide en gran medida con la región IOC quechua que
aquí sugerimos. Lo que en ese borrador aún no se considera es que, con
el tiempo, podría adquirir las características de una autonomía regional
IOC.

Ambigüedad constitucional del término TIOC

Antes de concluir, dejemos constancia de una ambigüedad conceptual en
el uso del término “territorio indígena originario campesino” en el texto
constitucional:

• Cuando en este artículo 291-1, en el artículo 293-I y en la 7ª  dispo-

Xavier Albó

380



sición transitoria se habla de “territorios indígena originario campesi-
nos” [TIOC], se entiende a aquellas TCO ya consolidadas (es decir,
tituladas), que en función de un trámite administrativo, en el plazo de
un año se transformarán de TCO en TIOC. Como vimos, esta trans-
formación no quiere decir que automáticamente ya serán una autono-
mía o AIOC. En el fondo es sólo un cambio de nombre, porque la
nueva CPE ya no habla de TCO sino que finalmente hace suyo el
nombre de TIOC, oyendo el reclamo de los IOC que siempre querí-
an ser reconocidos como territorios. Si la CPE de 1994 y la ley INRA
de 1996 los bautizó como TCO fue simplemente porque los parla-
mentarios de entonces no querían reconocer más “territorios” que los
del ordenamiento estatal previo. Pero la nueva CPE ya es más abierta
y, por eso ahora se ha decidido llamar territorios a las antiguas TCO.
Sin embargo, en este cambio sigue tratándose todavía de una forma de
propiedad agraria colectiva, que se explica en los artículos 394-III y
403 del capítulo 9 “Tierra y territorio” de la Cuarta Parte de la CPE,
dedicada sólo a la estructura y organización económica del Estado. Por
tanto, ese primer sentido de TIOC no corresponde aún al régimen de
autonomías, que se halla en la Tercera Parte de la CPE. Sin embargo,
por los rasgos que se mencionan en esta forma de propiedad en el art.
403 es claro que –al igual que su antecesora la TCO– ya tiene algunos
rasgos que no tienen que ver con el régimen agrario sino con una juris-
dicción territorial. 

• En cambio, en el art. 269, con que se abre la Tercera Parte de la CPE,
se usa el mismo término TIOC en otro sentido. Allí se dice que “Bo-
livia se organiza territorialmente en departamentos, provincias, muni-
cipio y territorios indígena originario campesinos”. Al hablar allí de la
estructura y organización territorial del Estado, ese término TIOC ya
tiene un sentido distinto del que mencionamos en el párrafo anterior:
se trata de una de las cuatro categorías del ordenamiento territorial del
Estado, algo mucho más significativo que una propiedad agraria. 

Surgen entonces varias posibles preguntas: 

(1) Cualquier TCO transformada administrativamente en TIOC, ¿ es ya

Las flamantes autonomías indígenas en Bolivia

381



–por el hecho de ser TIOC– una de las cuatro categorías del ordena-
miento territorial del Estado, aun cuando no haya alcanzado todavía
la calidad de autonomía (como no la tienen tampoco las provincias)?

(2) El uso que aquí se hace de TIOC ¿ se refiere sólo a las AIOC que pro-
vienen de antiguas TCO?

(3) Si es así, las AIOC que provienen de municipios ¿ seguirían siendo
municipios IOC?

(4) ¿ O serían ya una segunda forma de TIOC, en cuanto una de las for-
mas en que Bolivia “se ordena territorialmente”? 

Caben varias respuestas y no sabemos todavía cómo se manejará ese asun-
to en la Ley Marco. En términos lógicos a mí, personalmente, lo más co-
herente me parecería responder “no” a las preguntas (2) y (3), “sí” a la (4)
y vería posible tanto el “sí” como el “no” en la (1). 
En cualquier caso el TIOC aparece con dos sentidos, dentro de la

CPE: el primero, más restringido, para cualquier TCO transformada
administrativamente en TIOC como una forma particular de propiedad
agraria, tanto si después ha llegado a ser autonomía plena como si se ha
quedado sólo a medio camino. Y el segundo, más amplio, como una cate-
goría cualitativamente distinta dentro del ordenamiento territorial del
Estado. 
Lo que entonces sigue ambiguo y debatible en el texto constitucional

es si este sentido de una jurisdicción estatal (o, como se diría más técni-
camente, como una “entidad territorial IOC” es si éste cabe aplicarlo a
toda AIOC, sea cual fuere su origen previo –una TCO, un municipio o
incluso una región– y se restringe a sólo a las AIOC originadas en una
TCO / TIOC. En esa hipótesis más restringida, nos preguntamos por qué
la CPE ha evitado cuidadosamente hablar, por ejemplo, de “municipios
IOC”. En todo caso, los redactores finales seguramente deberían haber
refinado más el uso del concepto.

Xavier Albó

382



Conclusiones

Estos son los principales procesos iniciados ya en Bolivia, a partir de la
CPE 2009, hacia la conformación de autonomías indígena originarias.
Nos hemos fijado bastante en los principales elementos que, para ello, se-
ñala el texto constitucional, pero por el camino hemos mostrado el
potencial real que ello podría tener en el país, aunque en el momento
actual sólo se hayan implementado experiencias en once municipios con
alta densidad indígena, aparte de los “embriones” autonómicos que exis-
ten también en las propiedades agrarias colectivas llamadas TCO, puestas
en marcha a partir de 1996. 
Lo hemos ilustrado sobre todo con ejemplos del departamento de

Chuquisaca pero ésta es sólo una muestra más localizada de lo que, en rea-
lidad, empieza a ocurrir también en otras partes del país y que potencial-
mente podría llegar a transformar de forma muy significativa todo el
ordenamiento territorial del país.
Se trata de sólo los primeros pasos, todavía muy pioneros y no exen-

tos de tropiezos. En agosto de 2009 se habló de más de veinte municipios
que deseaban iniciar esta vía. Por el camino, sólo doce de ellos llegaron a
realizar su referéndum para ratificar su decisión y en uno de ellos se per-
dió dicho referéndum, por lo que quedaron sólo once en carrera. Los ojos
de muchos, tanto dentro como fuera del país, están desde entonces pues-
tos en esas primeras experiencias.
En los pocos meses transcurridos desde entonces se han debido afron-

tar diversas dificultades. Por ejemplo, la Corte Nacional Electoral todavía
no aceptó que en ellos se aplicaran sus propias normas para renovar sus
autoridades internas, alegando que aún no tienen elaborados ni menos
aprobados sus propios estatutos. Ello ha dado paso a algunos otros tropie-
zos porque para las elecciones de abril 2010 ha seguido confrontándose la
lógica partidaria para la elección y nombramiento de candidatos. El resul-
tado ha sido que, en dos o quizás tres de esos lugares, las autoridades ele-
gidas en las elecciones del pasado 4 de abril, se muestran todavía reacias a
esa transformación, pese al referéndum ya previamente aprobado. Pero,

Las flamantes autonomías indígenas en Bolivia

383



por otra parte, ya se vislumbran también en su interior interesantes y cre-
ativas innovaciones, por ejemplo, en los mecanismos utilizados para ela-
borar sus primeros borradores de estatutos propios y, de ahí, para estable-
cer sus propios mecanismos de autogobierno.
Será importante cotejar, dentro de unos cuantos años hasta dónde se

ha avanzado y con qué resultados en la conciencia de la población de esos
lugares y los otros que lo están observando desde afuera.
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Prov y Municipio

Presto
Poroma
Icla
Yamparáez Tarabuco*
San Lucas
Zudañez
Yamparáez
Mojocoya*
Tomina
Tarvita
Incahuasi
Sopachuy
Yotala
Azurduy
Huacaya*
Tomina Padilla
Cap. Sucre
El Villar
Culpina
B Boeto Villa Serrano
Huacareta
L Calvo Muyupampa
N Cinti Camargo
Macharetí
Villa Alcalá
S Cinti Villa Abecia
HSiles Monteagudo
Las Carreras

nivel CEL

A
A
A
A
A
A
A
A
B
B
B
B
B
D
D
D
F
F
G
G
G
G
G
G
H
H
H
H

IDH

0.356 Que
0.411 Que
0.420 Que
0.423 Que
0.478 Que
0.521 Que
0.529 Que
0.539 Que
0.423 Que
0.424 Que
0.448 Que
0.472 Que
0.590 Que
0.453 Que
0.515 Gua 
0.533 Que
0.704 Que
0.501 Que
0.512 Que
0.535 Que
0.548 Gua 
0.573 G(Q)
0.621 Que
0.666 Gua 
0.530 Que
0.582 Que
0.612 G(Q)
0.643 (Q)

miles hbs

8,9
17,0
8,6
19,6
32,1
7,4
10,0
7,9
9,1
15,8
23,3
7,2
9,5
11,3
2,3
12,6
214,4
4,6
17,6
12,3
10,0
10,7
14,0
7,4
4,0
3,2
26,5
3,5

urb

u

u
U

u
u

u
u

u

TCOs t[itul] p[rocesándose]

3p
3p(t)

1t

3t/p, 1 con otros munic
1t(p) con Huacareta

3t/p, 1 con otros munic

Cuadro 2. Municipios de Chuquisaca, según su potencialidad
para ser autonomía indígena

CEL (Condición étnico lingüística):
A: 90+ % se autoidenfifica miembro de un pueblo indígena originario y habla la lengua
B: 80 a 90% se autoidenfifica miembro de un pueblo indígena originario y habla la lengua 
D, F: 50 a 66%% se autoidentifica miembro pero sólo una minoría habla la lengua 
G, H: sólo una minoría se autodentifica miembro de un pueblo indígena originario

IDH: Índice de Desarrollo humano, 2001
u,U,U= con núcleo urb minoritario, MAYORIT, 80% o más
* Municipios que hicieron y aprobaron su referéndum para transformarse en autonomía indígerna originaria

Fuente Censo 2001: CEL (con inferencia  de autopertenencia para los menores de 15 años)
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